
La tensión entre la libertad de expresión y la propaganda electoral a propósito de 
la cobertura informativa 

14

I. INTRODUCCIÓN: EL MODELO DE COMUNICACIÓN POLÍTICA

Una de las principales encomiendas de la Sala Regional Especializada del Tribunal Electoral 

del Poder Judicial de la Federación1  consiste en salvaguardar el modelo de comunicación 

política en el marco de los procesos electorales, mismo que encuentra los principales 

fundamentos de su diseño a nivel constitucional y se desarrolla con mayor detalle en la Ley 

General de Instituciones y Procedimientos Electorales.2

Como todo modelo de comunicación, el que se emboca sobre los procesos electorales tiene 

que ver principalmente con la regulación de las diversas expresiones –ya sean orales o 

escritas– que se pueden generar válidamente para promover el intercambio de las ideas. 

Su objeto es pautar las condiciones atinentes al quién, qué, cómo, cuándo y dónde de la 

legitimidad del discurso político en la arena comicial.

Así, por ejemplo,  se establecen amplias libertades de expresión para la ciudadanía en general, 

mientras que diversos actores sociales encuentran restricciones al respecto. Se promueve 

la discusión sobre aspectos relevantes para la vida democrática, al mismo tiempo que se 

prohíbe el uso de expresiones calumniosas. Se garantiza a los actores políticos el acceso a 

los medios de comunicación electrónica para la transmisión de su propaganda, en tanto se 

restringe la contratación particular de tales espacios. Se establecen plazos exclusivos para las 

campañas de promoción electoral, además de periodos de prohibición respectiva. Se crean 

reglas para el uso de espacios públicos con motivos comiciales –lo que incluye también, por 

supuesto, a los que ocupa el aparato institucional del Estado–.

A pesar de que a la anterior lista se le pudiera agregar un larguísimo etcétera, en la medida 

en que los tópicos abarcados por la regulación del modelo de comunicación política son de 

la más amplia variedad, lo cierto es que todos ellos encuentran un punto en común en la 

finalidad que persiguen. En efecto, subyace un principio de corte esencialmente democrático 

en la regulación de las distintas formas de expresión en el marco de los procesos electorales: 

1. En lo sucesivo, Sala Especializada.
2 En lo sucesivo, Ley Electoral
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el deber de velar por la promoción y preservación de la equidad en la contienda electoral.

Si desde una perspectiva puramente procedimental se puede concebir a los sistemas 

democráticos como aquellas formas de organización social caracterizadas por el respeto a 

la voluntad de las mayorías, no resulta sorprendente que las reglas atinentes a la formación 

de tal voluntad mediante la elección de órganos de representación popular se encuentren 

totalmente empapadas del valor de la igualdad, pieza fundamental de la construcción del 

discurso democrático.

Hablar de la equidad en la contienda, entonces, es referirse a una igualdad sostenida entre 

los candidatos en el marco del proceso de competencia por el voto popular, lo que se 

traduce en la protección de las condiciones para la acción política y de las oportunidades 

en la conquista del sufragio.

En esta tesitura, el resguardo del modelo de comunicación política se proyecta como una 

tarea fundamental, en la medida en que tiene como premisa subyacente la noción de que 

los diversos discursos que se vierten en la arena electoral impactan la percepción de la 

ciudadanía acerca de los respectivos actores políticos, y con ello, se configura su intención 

electiva. Dicho de otra forma: lo que se expresa en el marco de las elecciones tiene la 

fuerza para impactar en lo que se decide en las urnas.

De esta manera, si existe un conjunto de reglas acerca de la producción y difusión discursiva 

legítima en los procesos electorales, y éste se violenta, su consecuencia natural es el 

impacto –en mayor o menor medida– en las condiciones de equidad de la competencia, lo 

que de suyo trastoca la tarea de construcción de instituciones representativas legítimas: de 

aquellas que se generan a partir de procesos en los que todos los contendientes tuvieron 

igualdad de condiciones y oportunidades para obtener la preferencia de un electorado 

debidamente informado.
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